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ANÁLISIS DEL SECRETARIO GENERAL DEL INSTITUTO ELECTORAL 

DEL ESTADO EN RELACIÓN CON LA PROCEDENCIA DE REMITIR AL 

INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL LA DENUNCIA INTERPUESTA 

POR EL REPRESENTANTE PROPIETARIO DE LA COALICIÓN 

"COMPROMISO POR PUEBLA" EN FECHA DOS DE JUNIO DEL AÑO 

DOS MIL DIEZ. 

 

A las veintiún horas del cuatro de junio del año en curso fue recibida en la Oficialía de 

Partes de este Organismo escrito de denuncia signado por el Licenciado Rafael 

Guzmán Hernández en su carácter de Representante Propietario del Partido Acción 

Nacional ante el Consejo General de este Organismo, mediante el cual denuncia la 

difusión en radio de un promocional de la coalición “Alianza Puebla Avanza”, mismo 

que contendría según el dicho del denunciante una campaña de desprestigio con 

carácter falso, denigratorio, ofensivo y difamatorio cuya finalidad es desprestigiar al 

candidato de su coalición ciudadano Rafael Moreno Valle Rosas, el cual es descrito de 

la siguiente manera: 

 

"… 

I) El spot se transmite de manera continua y cuyo mensaje es: 

“Soy Enrique Doger, y te invito a votar este cuatro de julio, 

porque Puebla gana con el PRI con Zavala porque tenemos las 

mejores propuestas, porque tenemos los mejores candidatos y 

por que damos resultados, Acción Nacional no sabe 

gobernar por que el país esta en una crisis económica, hay 

una crisis de inseguridad, las familias no se sienten 

seguras, y no hay empleo; con Zavala Puebla Gana, “Alanza 

PRI-Verde Ecologista, Puebla Avanza). 
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II) El citado mensaje radiofónico, tiene una duración de treinta 

segundos y denigra al Partido Acción Nacional por que le 

achaca, sin fundamento, que en el país hay crisis económica, 

inseguridad y desempleo. Esta circunstancia viola 

flagrantemente lo dispuesto por el Apartado C del articulo 41 de 

la constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya 

que denigra a uno de los institutos Políticos que conforman la 

coalición “Compromiso por Puebla”…" 

 

Derivado de que, en efecto, de la literalidad de lo denunciado se pueden 

desprender presuntas violaciones al marco normativo electoral y que de igual manera se 

solicita la inmediata suspensión de la transmisión de la propaganda denunciada a través 

de medida cautelar únicamente aplicable mediante atribuciones federales, el Secretario 

General fue instruido por la Comisión de Vigilancia y Trámite de Denuncias del 

Instituto Electoral del Estado -toda vez que se trata de una denuncia en contra de 

propaganda presuntamente violatoria de la normatividad electoral transmitida a través 

del espacio radioeléctrico nacional en su calidad de señal de televisión- para realizar el 

análisis de la procedencia de remitir la citada denuncia al Instituto Federal Electoral por 

ser esta autoridad federal la única con facultades y atribuciones para conocer de la 

materia en alusión, como bien se desprende de los siguientes criterios jurisprudenciales: 

 

RADIO Y TELEVISIÓN. LA COMISIÓN DE QUEJAS Y 

DENUNCIAS DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL 

ESTÁ FACULTADA PARA ORDENAR LA SUSPENSIÓN 

DE LA DIFUSIÓN DE PROPAGANDA POLÍTICA 

ELECTORAL. 

De la interpretación sistemática de los artículos 52, 365, párrafo 

4 y 368, párrafo 8, del Código Federal de Instituciones y 
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Procedimientos Electorales, se advierte que la Comisión de 

Quejas y Denuncias del Instituto Federal Electoral está 

facultada para ordenar, como medida cautelar, la suspensión de 

la difusión en radio y televisión de propaganda política electoral, 

a fin de evitar que se produzcan daños irreparables a los actores 

políticos, se vulneren los principios rectores del proceso 

electoral y, en general, se afecten los bienes jurídicos tutelados 

constitucional y legalmente. Lo anterior, porque el legislador 

previó que en la instrumentación y resolución del procedimiento 

especial sancionador, participen distintos órganos del Instituto 

Federal Electoral, de modo que mientras facultó a la citada 

comisión para decretar, dada su urgencia, dicha medida cautelar, 

por otra parte depositó en el Consejo General del propio 

instituto, no sólo la emisión de la decisión final de dicho 

procedimiento, sino también las facultades expresas para 

pronunciarse respecto de tales medidas cautelares. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-58/2008.—Actor: Partido 

Acción Nacional.—Autoridad responsable: Comisión de Quejas 

y Denuncias del Instituto Federal Electoral.—4 de junio de 

2008.—Mayoría de seis votos.—Engrose: Constancio Carrasco 

Daza.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretaria: Marcela 

Elena Fernández Domínguez. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-64/2008.—Actor: Partido 

Acción Nacional.—Autoridad responsable: Comisión de Quejas 

y Denuncias del Instituto Federal Electoral.—11 de junio de 

2008.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: María del Carmen 

Alanis Figueroa.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—
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Secretarios: Enrique Figueroa Ávila, Juan Antonio Garza García 

y Armando González Martínez. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-156/2009 y acumulados.—

Recurrentes: Partido Revolucionario Institucional y otro.—

Autoridades responsables: Secretario Ejecutivo y otro.—

Tercero interesado: Partido Acción Nacional.—Mayoría de seis 

votos.—Engrose: José Alejandro Luna Ramos.—Reserva: 

Flavio Galván Rivera.—Disidente: Manuel González 

Oropeza.—11 de junio de 2009.—Secretarios: Felipe de la Mata 

Pizaña, David R. Jaime González y Rubén Jesús Lara Patrón. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el treinta de 

septiembre de dos mil nueve, aprobó por mayoría de cinco 

votos, la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente 

obligatoria. 

 

RADIO Y TELEVISIÓN. ELEMENTOS PARA 

DECRETAR LA SUSPENSIÓN DE LA TRANSMISIÓN DE 

PROPAGANDA POLÍTICA O ELECTORAL COMO 

MEDIDA CAUTELAR.—De la interpretación sistemática de 

los artículos 52, 368, párrafo octavo, y 365, párrafo cuarto, del 

Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, 

se advierte que, en el procedimiento especial sancionador, el 

órgano competente puede ordenar, como medida cautelar, la 

suspensión de la transmisión de propaganda política o electoral 

en radio y televisión, a fin de evitar daños irreversibles que 

pudieran ocasionarse a los actores políticos, la vulneración de 

los principios rectores del proceso electoral y, en general, la 

afectación de bienes jurídicos tutelados constitucional y 
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legalmente, para que sea dable en su oportunidad, el 

cumplimiento efectivo e integral de la resolución que se 

pronuncie. Por ello, el órgano facultado, al proveer sobre dicha 

medida, deberá examinar la existencia del derecho cuya tutela se 

pretende y justificar el temor fundado de que, ante la espera del 

dictado de la resolución definitiva, desaparezca la materia de la 

controversia; de igual forma, ponderará los valores y bienes 

jurídicos en conflicto, y justificará la idoneidad, razonabilidad y 

proporcionalidad de dicha medida; entre otros aspectos, tendrá 

que fundar y motivar si la difusión atinente trasciende los límites 

que reconoce la libertad de expresión y si presumiblemente se 

ubica en el ámbito de lo ilícito, atendiendo desde luego, al 

contexto en que se produce, con el objeto de establecer la 

conveniencia jurídica de decretarla; elementos que 

indefectiblemente deben reflejarse en la resolución adoptada, a 

fin de cumplir con la debida fundamentación y motivación 

exigida por el artículo 16 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-58/2008.—Actor: Partido 

Acción Nacional.—Autoridad responsable: Comisión de Quejas 

y Denuncias del Instituto Federal Electoral.—4 de junio de 

2008.—Mayoría de seis votos.—Engrose: Constancio Carrasco 

Daza.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretaria: Marcela 

Elena Fernández Domínguez. 

Recurso de apelación. SUP-RAP-64/2008.—Actor: Partido 

Acción Nacional.—Autoridad responsable: Comisión de Quejas 

y Denuncias del Instituto Federal Electoral.—11 de junio de 

2008.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: María del Carmen 
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Alanis Figueroa.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—

Secretarios: Enrique Figueroa Ávila, Juan Antonio Garza García 

y Armando González Martínez. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el tres de diciembre 

de dos mil ocho, aprobó por unanimidad de votos la tesis que 

antecede. 

 

 

En este sentido se tiene que en relación con la competencia del Instituto federal 

Electoral en relación con la materia de la denuncia en análisis, la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos manifiesta al respecto: 

 

Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio de los 

Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y 

por los de los Estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, 

en los términos respectivamente establecidos por la presente 

Constitución Federal y las particulares de los Estados, las que en 

ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto 

Federal. 

 

III.  Los partidos políticos nacionales tendrán derecho 

al uso de manera permanente de los medios de comunicación 

social. 

… 

Apartado C. En la propaganda política o electoral que difundan 

los partidos deberán abstenerse de expresiones que denigren a 

las instituciones y a los propios partidos, o que calumnien a las 

personas. 
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… 
 

De la misma forma señala el Código Federal de Instituciones y Procedimientos 

Electorales lo siguiente: 
 

Artículo 49 

1. Los partidos políticos tienen derecho al uso de manera 

permanente de los medios de comunicación social… 

4. Ninguna persona física o moral, sea a título propio o por 

cuenta de terceros, podrá contratar propaganda en radio y 

televisión dirigida a influir en las preferencias electorales de los 

ciudadanos, ni a favor o en contra de partidos políticos o de 

candidatos a cargos de elección popular. Queda prohibida la 

transmisión en territorio nacional de este tipo de propaganda 

contratada en el extranjero. Las infracciones a lo establecido en 

este párrafo serán sancionadas en los términos dispuestos en el 

Libro Séptimo de este Código. 

5. El Instituto Federal Electoral es la autoridad única para 

la administración del tiempo que corresponda al Estado en 

radio y televisión destinado a los fines propios del Instituto 

y a los de otras autoridades electorales, así como al 

ejercicio de las prerrogativas que la Constitución y este 

Código otorgan a los partidos políticos en esta materia. 

 

 Artículo 52.  

1. El Consejo General, a propuesta motivada y fundada de la 

Comisión de Quejas y Denuncias, podrá ordenar la suspensión 

inmediata de cualquier propaganda política o electoral en radio 

o televisión que resulte violatoria de este Código; lo anterior, sin 
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perjuicio de las demás sanciones que deban aplicarse a los 

infractores. En estos casos el Consejo General deberá cumplir 

los requisitos y observar los procedimientos establecidos en el 

capítulo cuarto, titulo primero, del Libro Séptimo de este 

Código. 

 

Asimismo Señala el Reglamento del Instituto Federal Electoral en Materia de 

Quejas y Denuncias lo siguiente: 

 

TÍTULO TERCERO 

PROCEDIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR 

 

CAPÍTULO PRIMERO 

Del trámite inicial 

 

 

Artículo 62 

Procedencia 

 

1. Este procedimiento tiene como finalidad determinar, de 

manera expedita, la existencia y responsabilidad en materia 

administrativa electoral de los sujetos señalados en el Código, 

mediante la valoración de los medios de prueba e indicios que 

obren en el expediente, atendiendo al catálogo de infracciones 

que para tal efecto se contiene en dicho ordenamiento. 
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2. El procedimiento especial sancionador será instrumentado en 

los casos siguientes:… 

 

…4. Cuando la conducta infractora esté relacionada con 

propaganda política o electoral en radio y televisión durante la 

realización de los procesos electorales de las entidades 

federativas, la autoridad electoral administrativa competente 

presentará la denuncia ante el Instituto Federal Electoral. 

 

a) Para tal efecto, el instituto estatal electoral correspondiente, 

deberá hacer un análisis mediante el cual, vinculando los hechos 

con el estado que guarda el proceso en la entidad y las 

condiciones que para su desarrollo haya dictado, exponga los 

motivos por los cuales considera que esta autoridad federal deba 

conocer del asunto en cuestión. 

 

b) En ningún caso, la autoridad administrativa electoral local 

remitirá de manera automática cualquier queja dirigida a este 

Instituto, debiendo realizar el análisis señalado en el párrafo 

anterior, y presentarla a nombre del propio instituto estatal 

electoral. 

 

En este sentido se tiene que derivado del análisis pormenorizado del escrito de 

denuncia que aporta el representante de la Coalición Compromiso por Puebla se 

aprecian posibles violaciones al marco normativo electoral que son plenamente 

identificables como de índole federal puesto que se trata de acciones y conductas 

sancionadas por el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales en su 

artículo 38 de la siguiente manera:  
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Artículo 38 

1. Son obligaciones de los partidos políticos nacionales: 

a)… 

p) Abstenerse, en su propaganda política o electoral, de 

cualquier expresión que denigre a las instituciones y a los 

partidos o que calumnie a las personas. Las quejas por 

violaciones a este precepto serán presentadas ante la secretaría 

ejecutiva del Instituto, la que instruirá un procedimiento 

expedito de investigación en los términos establecidos en el 

Libro Séptimo de este Código. En todo caso, al resolver sobre 

la denuncia se observará lo dispuesto por el primer párrafo del 

artículo 6o. de la Constitución;… 

 

No es óbice lo anterior para manifestar que de igual manera que en materia 

federal, la estatal también cuenta con legislación aplicable al caso, pero acatando al 

principio de jerarquía de la norma esta Secretaría considera que por tratarse de materia 

eminentemente federal lo contenido en el escrito de denuncia conducente, esta deberá 

ser conocida por la autoridad federal, sirve para robustecer lo planteado el siguiente 

criterio jurisprudencial: 

 

PRINCIPIO DE JERARQUÍA NORMATIVA. DEBEN 

RESPETARLO LAS DISPOSICIONES 

REGLAMENTARIAS O ADMINISTRATIVAS PARA SU 

VALIDEZ EN CASOS DE APLICACIÓN, 

INTERPRETACIÓN O INTEGRACIÓN. 
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La validez de las disposiciones reglamentarias o administrativas, 

para efectos de aplicación, interpretación o integración 

normativa, se encuentra supeditada a que guarden congruencia 

con las normas legales existentes sobre la materia específica de 

regulación de que se trate y se sujeten a los principios jurídicos 

que emergen directamente de la ley, de manera tal que aun 

siendo expresas, no pueden válidamente regir contra la voluntad 

manifiesta del texto de la ley ni oponerse a sus lineamientos 

normativos, pues deben interpretarse y aplicarse en forma 

armónica, sin contrariar los principios rectores que emergen de 

la propia ley, atendiendo al principio fundante de la supremacía 

del sistema normativo que rige el orden legal. En otras palabras, 

las disposiciones reglamentarias o administrativas, antes que 

oponerse, deben tener fundamento en normas sustentadas en 

otras de nivel superior, como lo son las leyes las cuales, a su vez, 

están supeditadas, en cuanto a su validez, a otras normas de 

mayor jerarquía, que culminan en la Ley Fundamental del país, 

la cual entraña la suprema razón de validez del orden jurídico. 

Por consiguiente, debe estarse a aquella aplicación legal 

exegética que de manera sistemática armonice los preceptos 

relativos, frente a una interpretación puramente literal que 

soslaye una adecuada integración jurídica y se desentienda de la 

supremacía de las normas, de la cual depende precisamente su 

validez. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 

ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo en revisión (improcedencia) 102/2005. Carlos Miguel 

Jiménez Mora. 30 de marzo de 2005. Mayoría de votos. 

Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Ponente: Jean Claude Tron 

Petit. Secretaria: Silvia Angélica Martínez Saavedra. 

 

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, Tomo XVI, septiembre de 2002, página 1453, tesis 

I.2o.P.61 P, de rubro: "SUPREMACÍA DE LA LEY SOBRE 

LAS DISPOSICIONES DE UN REGLAMENTO." 

 

LEYES, PRINCIPIO DE JERARQUIA NORMATIVA (DE 

LAS), ESTABLECIDO POR EL ARTICULO 133 

CONSTITUCIONAL. 

No es correcta la apreciación de que una ley reglamentaria de 

algún precepto constitucional, como lo es la Ley del Seguro 

Social, sea, por naturaleza propia, jerárquicamente superior a 

otros ordenamientos generales, como también lo son las leyes 

orgánicas, las leyes ordinarias o códigos de materias específicas, 

y para demostrar lo ineficaz de tales argumentaciones, es 

conveniente precisar que la relación de subordinación que 

puede existir entre dos cuerpos normativos generales resulta, 

como consecuencia lógica, de la posibilidad de creación con que 

cuente cada uno de ellos, así, la norma que prevé y determina en 

sus disposiciones la creación de otra, es superior a esta última; la 

creada de acuerdo con tal regulación, inferior a la primera. El 

orden jurídico, especialmente aquél cuya personificación 

constituye el estado, no es, por tanto, una dispersión de 

ordenamientos anárquicamente subordinados entre sí, y a gusto 
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de los gobernantes, sino que es indudablemente, una verdadera 

jerarquía que se integra con base en diversos niveles. La unidad 

de esas normas hállase constituida por el hecho de que la 

creación de las de grado más bajo, se encuentra determinada por 

otras de nivel superior, cuya creación es prevista, a su vez, por 

otra todavía más alta, hasta llegar a la norma primaria o 

fundamental que representa, siempre, la suprema razón de 

validez de todo orden jurídico. Las normas generales creadas 

por órganos legislativos constituidos, representan un nivel 

inmediatamente inferior al de la Constitución de la República en 

el orden jerárquico del derecho. Esa es precisamente la 

intención del constituyente manifiestamente expresada en el 

texto del artículo 133 constitucional, al señalar específicamente 

la frase "...las leyes del Congreso de la Unión que emanen de 

ella..." así, tales ordenamientos guardan, frente a la misma, una 

distancia de subordinación natural, lo cual no acontece como 

regla general, entre las distintas especies de leyes creadas por el 

Congreso de la Unión pues para que eso existiera sería 

menester, como sucede en el caso de la norma fundamental, que 

una ley secundaria determinara en su articulado, la creación de 

otro ordenamiento, cualquiera que sea su denominación (ley 

orgánica, ley ordinaria, ley reglamentaria o código), para estar 

entonces en la posibilidad de hablar de una verdadera relación 

jerárquica de superior a inferior entre dos distintos tipos de 

cuerpos normativos generales, situación que no acontece en el 

caso de la ley del Seguro Social que no contiene, en sus 

disposiciones, previsión expresa respecto de la creación de la 

Ley Aduanera, razón por la cual, sin importar que una sea ley 
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reglamentaria y otra ley ordinaria no existe condición alguna de 

subordinación que las relacione, guardando entera 

independencia entre sí, y compartiendo su mismo nivel 

jerárquico, respecto del orden normativo del que han emanado. 

En otras palabras, en observancia del principio instituido por el 

constituyente en el texto del artículo 133 de la Carta Magna, y 

toda vez que no ha sido la Ley del Seguro Social la razón de 

creación, ni tampoco dispuso el origen de la Ley Aduanera, su 

igualdad jerárquica es evidente, sin ser posible, válidamente 

hablando, pretender subordinar una a la otra por el solo 

acontecimiento de que la primera, Ley del Seguro Social, 

reglamente específicamente una fracción del apartado A del 

artículo 123 constitucional, y la otra sólo regula una determinada 

materia, como lo es en el caso, la Ley Aduanera. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 

ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 233/88. Instituto Mexicano del Seguro Social. 

1o. de marzo de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro 

David Góngora Pimentel. Secretario: Alberto Pérez Dayán. 

 

Lo anterior concatenado con lo dispuesto por el artículo 41 de la Constitución 

Federal (ya transcrita la parte conducente) se tiene que dadas las condiciones 

imperantes en el proceso electoral estatal local y el análisis legal que se ha realizado por 

parte de esta Secretaría General, el cual resalta la prevalencia de los ordenamientos 

federales sobre los estatales, es de manifestarse que la competencia plena que deberá 

conocer de la denuncia en estudio es la federal, por lo que se deberá remitir la denuncia 

de marras al Instituto Federal Electoral, a través de su Secretario Ejecutivo para que 
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por su conducto se le de el trámite de denuncia que señala el Reglamento del Instituto 

Federal Electoral en Materia de Quejas y Denuncias, y sea esta autoridad la que 

resuelva en definitiva la materia del presente asunto.  

 
 

En este sentido sirve también como criterio instructor lo señalado por el 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en su SUP-RAP-12/2010 que en 

lo relativo manifiesta: 

 

"… Lo anterior, con plena conciencia del carácter orientador 

que deben tener las sentencias dictadas por un tribunal 

constitucional, las cuales deben ser suficientes para indicar los 

criterios que conforme con la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y la interpretación sistemática del 

resto del orden jurídico nacional, debe atender la autoridad 

electoral en la reglamentación y aplicación de la ley, sobre todo 

en materias, como la de radio y televisión, que son 

fundamentales y novedosas en el sistema electoral federal 

mexicano, a raíz de la reforma constitucional y legal del año dos 

mil siete y dos mil ocho, respectivamente. 

 

De lo asentado y razonado con anterioridad esta Sala Superior 

arriba a las conclusiones siguientes en materia de 

procedimientos sancionadores vinculados a la materia de radio y 

televisión. 

 

El Instituto Federal Electoral es competente para conocer y 

resolver de todos los procedimientos especiales sancionadores, 
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tanto en procesos federales como locales y fuera de ellos, 

cuando se den las siguientes violaciones: 

 

* Contratación y adquisición de tiempos en radio y televisión 

por los partidos políticos, por sí o por terceras personas físicas o 

morales; lo cual constituye una prohibición establecida en el 

artículo 41 Constitucional, Base III, Apartado A, párrafos 

noveno y décimo. 

 

* A las pautas y tiempos de acceso a radio y televisión. 

 

* Tratándose de propaganda política o electoral que contenga 

expresiones que denigren a las instituciones y a los propios 

partidos políticos o que calumnien a las personas, violación 

prevista por el artículo 41 constitucional, Base III, Apartado C, 

párrafo primero. 

 

* Tratándose de difusión en radio y televisión de propaganda 

gubernamental de los poderes federales, estatales, de los 

municipio, órganos de gobierno del Distrito Federal, sus 

delegaciones y cualquier otro ente público, supuesto previsto en 

el artículo 41 Constitucional, Base III, Apartado C, segundo 

párrafo. 

 

De actualizarse alguna de las hipótesis enunciadas, el Instituto 

Federal Electoral deberá sujetarse a lo dispuesto por los 

artículos 368, 369 y 370, del Código Federal de Instituciones y 

Procedimientos Electorales. 
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Por otra parte, tratándose de procesos electorales estatales, la 

autoridad administrativa electoral local, deberá dar inicio al 

procedimiento sancionador correspondiente por violaciones a 

una norma electoral local referente a precampaña y campaña. El 

procedimiento que deberá seguirse será el siguiente: 

 

* Una vez iniciado el procedimiento administrativo sancionador 

correspondiente en el ámbito local y si la autoridad 

administrativa electoral estatal advierte la necesidad de adoptar 

una medida cautelar consistente en la suspensión de la 

transmisión en radio y televisión de la propaganda denunciada, 

la autoridad que se comenta remitirá al Secretario del Instituto 

Federal Electoral su solicitud, fundada y motivada, de aplicación 

de medidas cautelares. 

 

* Una vez recibida la solicitud de la autoridad administrativa 

electoral local, el Secretario del Consejo General del Instituto 

Federal Electoral, abrirá un cuaderno auxiliar con toda la 

documentación remitida por la autoridad local, y una vez 

realizadas, en su caso, las diligencias que estime necesarias, lo 

remitirá de inmediato a la Comisión de Quejas y Denuncias del 

citado Instituto, para que ésta en el plazo de veinticuatro horas 

se pronuncié exclusivamente sobre la adopción o no de la 

medida cautelar solicitada. 

 

* Al emitir su Acuerdo la Comisión de Quejas y Denuncias del 

Instituto Federal Electoral, deberá realizar una valoración de los 
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contenidos de la propaganda irregular denunciada a la luz de la 

legislación local presuntamente violada, de conformidad con lo 

señalado por la autoridad local, a efecto de fundar y motivar su 

acuerdo. 

 

* Una vez que la Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto 

Federal Electoral haya aprobado su Acuerdo de aplicación de 

medidas cautelares, lo remitirá de inmediato al Secretario del 

Consejo General del referido Instituto quien deberá notificarlo a 

la autoridad electoral interesada de inmediato. 

 

* Realizado lo anterior, el Secretario del Consejo General 

integrará todas las actuaciones al Cuaderno Auxiliar respectivo. 

 

* El Secretario del Consejo General deberá informar a dicho 

órgano colegiado, de la tramitación de los Cuadernos Auxiliares. 

 

Así, en el supuesto de violaciones a leyes estatales durante 

procesos electorales locales, mediante propaganda en medios de 

comunicación social, la denuncia y la imposición de sanciones 

compete a la autoridad local estatal y, en estos casos, el Instituto 

Federal Electoral, en ejercicio de sus atribuciones, a través de la 

Comisión de Quejas y Denuncias, colabora con la autoridad 

local exclusivamente para ordenar la suspensión de la 

transmisión de propaganda. En efecto, ambas autoridades 

actúan en un contexto de colaboración administrativa, con 

pleno respeto de sus ámbitos competenciales y para darle 
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funcionalidad al sistema a partir de una interpretación 

sistemática de las normas aplicables. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la jurisprudencia del 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación P/J. 

78/2009, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Tomo XXX, julio de dos mil nueve, página 1540, cuyo 

rubro y texto dicen: 

 

DIVISIÓN DE PODERES. EL QUE ESTE PRINCIPIO 

SEA FLEXIBLE SÓLO SIGNIFICA QUE ENTRE 

ELLOS EXISTE UNA COLABORACIÓN Y 

COORDINACIÓN EN LOS TÉRMINOS 

ESTABLECIDOS, PERO NO LOS FACULTA PARA 

ARROGARSE FACULTADES QUE CORRESPONDEN 

A OTRO PODER, SINO SOLAMENTE AQUELLOS 

QUE LA PROPIA CONSTITUCIÓN LES ASIGNA.  

 

El artículo 49 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos establece que el Supremo Poder de la Federación se 

divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial y que 

no podrán reunirse dos o más de estos poderes en un solo 

individuo o corporación. Sin embargo, ha sido criterio reiterado 

de esta Suprema Corte que la división funcional de atribuciones 

que establece dicho numeral no opera de manera rígida, sino 

flexible, ya que el reparto de funciones encomendadas a cada 

uno de los poderes no constituye una separación absoluta y 

determinante, sino por el contrario, entre ellos se debe presentar 
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una coordinación o colaboración para lograr un equilibrio de 

fuerzas y un control recíproco que garantice la unidad política 

del Estado. Como se advierte, en nuestro país la división 

funcional de atribuciones no opera de manera tajante y rígida 

identificada con los órganos que las ejercen, sino que se 

estructura con la finalidad de establecer un adecuado equilibrio 

de fuerzas, mediante un régimen de cooperación y coordinación 

que funcionan como medios de control recíproco, limitando y 

evitando el abuso en el ejercicio del poder público, garantizando 

así la unidad del Estado y asegurando el establecimiento y la 

preservación del estado de derecho. Por su parte, el artículo 133 

de la Constitución Federal consagra el principio de supremacía, 

que impone su jerarquía normativa a la que deben sujetarse 

todos los órganos del Estado y todas las autoridades y 

funcionarios en el ejercicio de sus atribuciones, por lo que, el 

hecho de que la división de poderes opere de manera flexible 

sólo significa que entre ellos existe una colaboración y 

coordinación en los términos establecidos, pero no los faculta 

para arrogarse facultades que corresponden a otro poder, sino 

solamente aquellos que la propia Constitución les asigna. De 

este modo, para que un órgano ejerza ciertas funciones es 

necesario que expresamente así lo disponga la Constitución 

Federal o que la función respectiva resulte estrictamente 

necesaria para hacer efectivas las facultades que le son 

exclusivas por efectos de la propia Constitución, así como que 

la función se ejerza en los casos expresamente autorizados o 

indispensables para hacer efectiva la facultad propia. 
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En este orden de ideas, para el dictado de la medida cautelar 

que, en su caso, corresponda, el Instituto Federal Electoral, no 

dará inicio a un procedimiento especial sancionador, pues será el 

órgano administrativo electoral local el que se pronuncie 

respecto de la violación aducida a su legislación electoral local, 

ya que estimar lo contrario daría lugar a la apertura de dos 

procedimientos sancionadores (federal y local) que a ningún fin 

práctico conducirían, en detrimento del principio de 

administración de justicia de manera pronta, completa e 

imparcial que consagra el artículo 17, de la Constitución Federal. 

Precisado lo anterior, esta Sala Superior del Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación, considera que el agravio 

bajo estudio resulta infundado, por lo siguiente: 

 

Como se desprende de las constancias que obran en autos, la 

determinación adoptada por la autoridad responsable de aplicar 

las medidas cautelares en comento deriva de la vista que dio el 

Instituto Estatal Electoral del Estado de Chihuahua al Secretario 

Ejecutivo del Instituto Federal Electoral, por la presunta 

existencia de irregularidades contenidas en los promocionales 

transmitidos en radio y televisión, relativos a Carlos Marcelino 

Borruel Baquera, precandidato del Partido Acción Nacional a 

Gobernador del Estado de Chihuahua. 

 

En efecto, el Instituto Estatal Electoral del Estado de 

Chihuahua en la vista que dio al Instituto Federal Electoral, 

determinó que a raíz del análisis de los promocionales 

denunciados, éstos violaban lo establecido en el artículo 126, 



 22

párrafo 2, incisos c) y d), de la Ley Electoral de la citada entidad 

federativa. Es decir, que fue la autoridad local la que en el 

ámbito de su competencia, determinó la probable vulneración a 

la norma local electoral referida. 

 

En obvio de razones y acorde con lo establecido en la presente 

sentencia, el Instituto Federal Electoral es el órgano federal 

competente en materia de radio y televisión, tanto en la esfera 

federal como local, cuando su Comisión de Quejas y Denuncias 

recibe una vista de un Instituto Estatal Electoral solicitando el 

dictado de una medida cautelar, debe proceder a realizar una 

evaluación y ponderación de lo argumentado por la autoridad 

electoral local. 

 

En efecto, de aceptar lo contrario, implicaría que la Comisión 

dicte un acuerdo sin motivación y actúe solo como un órgano 

ejecutor de las autoridades administrativas electorales locales, 

situación que rompería con el esquema previsto por el legislador 

federal y afectaría al principio de legalidad que rige en todos los 

actos y resoluciones en materia electoral, en virtud de que se 

estaría ante un acto de autoridad carente de fundamentación y 

motivación. 

 

 Lo anterior también con la finalidad de que no se dicten resoluciones 

contradictorias en diversos ámbitos competenciales como lo son el local del estado de 

Puebla y el federal. 


